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A Susana


Compañera de esta efímera y frágil duración


Tenho que escolher o que detesto —ou o sonho, que a minha inteligência odeia, ou ação, que a minha sensibilidade repugna; ou ação, para que não nasci, ou o sonho, para que ninguém nasceu. // Resulta que, como detesto ambos, não escolho nenhum; mas, como hei de, em certa ocasião, ou sonhar ou agir, misturo uma coisa com outra.


FERNANDO PESSOA, Livro do desassossego


Y, pues esta vuestra escritura no mira a más que a deshacer la autoridad y cabida en el mundo y en el vulgo tienen los libros de caballerías, no hay para qué andéis mendigando sentencias de filósofos.


MIGUEL DE CERVANTES, Don Quijote












Prólogo



Detener el dominio del tiempo, atravesar el presente de posibilidad, reconfigurar lo pensable







La decisión de iniciar la marcha parecía […] una acción recurrente, pero que iba a precipitar una realidad ambigua y hasta paradójica sobre nosotras, pues pese a disponer de los (custodiados) espacios en las calles, ahora solo contábamos con un sitio semejante a un túnel carcelario. Cuando termine nuestra caminata vamos a acceder a la moneda porque necesitamos torcer el tiempo para disponernos a vivir.


DIAMELA ELTIT, Sumar (énfasis agregado)


La historiografía materialista […] está basada en un principio constructivo. Al pensar no solo le pertenece el movimiento de los pensamientos, sino también su interrupción. Cuando el pensar se detiene súbitamente en una constelación saturada de tensiones, entonces le propina a esta misma un shock, por el cual se cristaliza él como mónada.


WALTER BENJAMIN, Sobre el concepto de historia, tesis XVII


Si quisiéramos no tomarnos a alguien seriamente, o limitar sus derechos o su estatus, actuaríamos como si su discurso fuera tan solo ruido, un quejido incoherente o un llanto, como si esa persona careciera de razón y por lo tanto estuviera exceptuada de ser un sujeto.


HITO sTYERL, Art Duty Free





Vivimos en un mundo que reduce muchas cosas al no sentido: hay posibilidades que —se considera— ya no pueden ser, horizontes que no cabe anhelar, alternativas que se han vuelto inviables, cuando no imposibles; expresiones y sujetos que se descartan como irracionales, faltos de experticia, impotentes; experiencias invisibilizadas que se reducen a la insignificancia o se presentan de manera simplificada, cuando no trivial. Basta pensar en la manera en que se comunica en los medios masivos de información, detentados casi siempre por poderosas corporaciones, y cómo seleccionan lo que podemos ver y entender al establecer de antemano las imágenes representativas, los hablantes y discursos que pueden aparecer, los tiempos que se destinan para cada noticia, los cuerpos que son dañados y cómo se los daña. También las redes sociales, con sus flujos más abiertos e incontrolados, codifican bastante lo que circula por la operación de distintos algoritmos que clasifican y separan las relaciones que se pueden tejer, las gramáticas visuales y textuales apropiadas o que corresponden a presuntas identidades de los usuarios. Hay, además, saberes que parecen tener un privilegio epistémico para dar cuenta de lo que pasa. Es evidente, en particular, la preeminencia que hoy tiene la economía, asumida como ciencia que estudia y da cuenta de las dinámicas del mercado y los comportamientos asociados a este; y, sobre todo, un modelo de asumir la economía, en clave de la actual financiarización, que ha supuesto distintas formas de privatización y ha tornado inviables formas de protección estatal, derechos sociales, políticas de redistribución, así como prácticas económicas no orientadas a salvaguardar los intereses e instituciones financieras. Tales prácticas se consideran sin sentido si contravienen un modelo que —se asume— da cuenta de lo real, al pretender analizar y “predecir” el funcionamiento de los mercados, los flujos y circuitos globales, los comportamientos razonables de los agentes económicos, los pasos que deben seguir para “lograr” la inclusión en el desarrollo y las medidas para ir alcanzando la inclusión exhaustiva de todos.


Sabemos que este es un modelo que también ha producido subjetivaciones orientadas al emprendimiento, desde las cuales cada quien tendría que convertirse en empresario de sí mismo, responsable de su éxito y fracaso, de acuerdo con sus decisiones de inversión, lo que ha traído consigo que otros deseos y formas de relación distintas a la competencia, la confirmación o la retroalimentación productiva parezcan tornarse improductivas, ineficientes o incluso irracionales. Además, como ha sido muchas veces mostrado, esta forma de economización de la vida ha traído múltiples efectos de desposesión y de desigualdad que han condenado a cada vez más amplios sectores de la población global a condiciones de precarización y marginación, lo que acentúa la creciente insignificancia de las voces y de los cuerpos de quienes son precarizados, pues estos justamente son los que menos se dejan circular, intervenir, decidir, hablar, aparecer. Por esto, tal economización ha generado evidentes efectos de despolitización, visibles en la manera en que los intereses corporativos han vaciado a las instituciones representativas, en cómo tendencialmente se han cerrado espacios y canales para la intervención y participación ciudadana, en el privilegio que se les concede a los saberes expertos sobre el criterio de la gente, que cada vez menos puede realmente intervenir sobre decisiones que directamente la afectan. Su criterio, al parecer, no existe sino a lo sumo en encuestas conducidas que producen, en gran parte, la opinión que miden. Hay entonces muchas cosas que pierden sentido hoy y que se consideran inexistentes, pues no tienen cabida dentro de unas fronteras de inteligibilidad dominantes, que se asumen como lo que es, como lo que hay.


A mi modo de ver, es en estas coordenadas del presente donde Christian Fajardo interviene con Política, emancipación y sentido. Y digo interviene porque es claro que en el decurso de su libro, en línea con Benjamin, Rancière y la constelación posmarxista que construye, Fajardo se toma en serio pensar a fondo cómo el pensamiento puede contribuir a desplazar, fracturar y reconfigurar unas coordenadas de sentido que se han fijado con la lógica de una presunta necesidad y que, de este modo, han producido efectos de dominación en la realidad, sobre todo al cerrar el horizonte de comprensión, en sus irradiaciones históricas, a la vez imaginativas, corporales y afectivas. Esto es lo que se entiende en el transcurso de la indagación como una política de la escritura: una escritura que se propone resistir a la clausura de la temporalidad, de lo posible y realizable, por las sujeciones de lo necesario, totalizante e integrable, al abrir otros sentidos, constelaciones de imágenes y narraciones. Unas constelaciones de pensamiento que dan cuenta así de la historicidad y contingencia de lo que ha sido, pero también de lo excesivo, que no se deja contar en las formas de contar establecidas, y que nos puede impulsar, desde lo irrealizado del pasado, a seguir deviniendo. Y no son pocos los aportes de esta intervención filosófica.


Por una parte, este libro nos propone justamente pensar las dominaciones que el capitalismo ha producido —en toda la materialidad de sus formas de desposesión, explotación y agotamiento— en términos de distribuciones de sentido. Unas distribuciones que, al instalar fuertes fronteras entre sentido y no sentido, 1) han pretendido neutralizar el conflicto social, en todo caso irreductible, a través de mecanismos de abstracción que no se reconocen como parte de este y obliteran su historicidad; 2) han aplanado y simplificado el pasado a través de narrativas policiales que borran las causas vencidas, los sujetos dañados y la singularidad de sus daños; 3) han conminado a perseguir una lógica de progreso que impone un tiempo de la necesidad que condena a la reiteración de lo mismo, y 4) han sumergido a ciertos cuerpos a la inexistencia, a condiciones de impotencia e invisibilidad en las que sus voces se hacen poco audibles y significativas.


Por otra parte, y de la mano con lo anterior, Fajardo nos invita a pensar que las prácticas emancipatorias permiten justamente cuestionar, fracturar y transformar estas distribuciones de sentido para hacer valer la irreductibilidad del conflicto y la necesidad de expresarlo políticamente en prácticas e instituciones que lo acojan y se asuman como contingentes. Así, el autor muestra cómo estas prácticas hacen explotar un tiempo homogéneo y uniforme, en trazados temporales heterocrónicos, en los cuales las luchas del pasado por la igualdad se cruzan y encuentran con luchas del presente, para hacer valer lo que aún no ha tenido lugar, pero que puede tenerlo, en medio de un arrojamiento histórico que condiciona a los cuerpos, pero que también les permite devenir en medio de lo que los ha constituido. En esa medida, las formas de emancipación permiten desestabilizar fronteras de sentido, pertenencia e inteligibilidad, para mostrar que aquellos a quienes se les negaba la capacidad política, el discurso significativo y la relevancia en lo común pueden rehusarse a su marginación, al confrontarla, y pueden exigir que los criterios establecidos tengan que transformarse.


En relación con esto último, considero que un aporte muy significativo del libro es resituar la cuestión de la efectividad de las prácticas emancipatorias, para dejar de pensar que estas pueden entenderse en términos meramente institucionalistas, antiestatalistas o únicamente instrumentales. Fajardo, en efecto, muestra bien que resulta muy reductivo pensar que tales prácticas simplemente permiten reformar instituciones existentes o crear otras dentro de lógicas establecidas, pues esto pierde de vista su capacidad para manifestar conflictos verdaderos que apuntan precisamente a problematizar lógicas institucionales dadas. Pero, al mismo tiempo, al servirse de las reflexiones de Balibar, Merleau-Ponty y Rancière, esta indagación pone de manifiesto que la potencia de las emancipaciones políticas no es meramente desestabilizar y fracturar órdenes institucionales, pues esto omite la dimensión reconfigura-dora, creativa y productiva que ellas pueden tener. De ahí que Fajardo se proponga mostrar cómo estas prácticas producen, antes que nada, alteraciones en los sentidos establecidos y nuevos sentidos que pueden materializarse en otras formas de vida, corporalidades, arreglos jurídicos y modos de producción.


Por todo lo anterior, celebro la publicación de este libro, que he visto madurar con mucha fuerza y solidez, en la consistente producción de su joven y prometedor autor.


LAURA QUINTANA


Filósofa


Profesora asociada de la Universidad de los Andes












Introducción








El “espíritu” tiene, desde un principio, la maldición de estar “sujeto” [behaftet] a la materia, que aquí se presenta en forma de capas de aire [Luft-schichten] en movimiento, sonidos, en suma, el lenguaje [Sprache auftritt].


KARL MARX, La ideología alemana





La filosofía política, en un sentido amplio, es una forma de conceptualizar la coexistencia humana que emerge en Occidente. Como lo ponen en evidencia Hannah Arendt (2005) y Jacques Rancière (1995), el objetivo de esta forma de pensar lo común es la necesidad de ordenar dicha coexistencia cuando las reglas implícitas que rigen la convivencia pacífica entre los seres humanos dejan de ser vigentes y operantes. De acuerdo con esto, podemos decir que las grandes filosofías políticas emergen cuando las personas dejan de creer en sus gobernantes o toda vez que los fundamentos teológicos que sustentan la potestad del rey dejan de tener relevancia. Por ejemplo, El Leviatán no habría sido posible si, por un lado, Hobbes no hubiera vivido en una época convulsionada por las guerras de religión y las guerras civiles dentro de los Estados que recién habían nacido en el mundo occidental; N. Maquiavelo, por otro lado, no se habría preguntado por la figura de un príncipe nuevo si la sociedad que él mismo habitó no hubiera reclamado una nueva forma de organizar las relaciones de mando y de obediencia. La filosofía política es entonces una manera de conceptualizar una convivencia pacífica allí donde no hay un Dios ni una tradición que asegure que unos manden y otros obedezcan. Según esto, la filosofía política cobra eficacia cuando se encuentran dos maneras de comprender las relaciones humanas. La primera de ellas es, precisamente, el conflicto. Allí nacen formas de desensamblar la vida en comunidad que rompen con las relaciones de mando y obediencia en una sociedad y, asimismo, con los criterios que hacen posible una vida bien ordenada. Este tipo de relaciones conflictivas y presuntamente irresolubles quedan muy bien ilustradas por la documentalista egipcia Jehane Noujaim en su film consagrado a la primavera árabe en Egipto: The Square (2013). Las sucesivas ocupaciones a la plaza de Tahrir que continuaron después de la dimisión de Mubarak ilustran un conflicto que a la documentalista no le interesa solucionar a través de una “buena manera” de concebir el gobierno de los seres humanos. A ella le interesa, más bien, mostrar la fractura constitutiva que atraviesan las relaciones entre seres humanos, pues lo importante no es tanto encontrar alguien que mande, sino poner en evidencia la ausencia de fundamento que hay en toda relación de autoridad. Con el fin de condensar esta ausencia radical de fundamento para la obediencia, Noujaim se sirve del siguiente testimonio de un rebelde egipcio que emprendió su lucha en contra tanto de Mubarak y como de Morsi (quien asumió las riendas del ejecutivo después de la dimisión de aquel): “Buscamos una conciencia, mucho más de lo que buscamos a un líder. Pues, a fin de cuentas ¿qué es un líder?, ¿acaso hará que caigan las soluciones del cielo? La cuestión es que, si podemos crear una conciencia dentro de la sociedad, podremos encontrar a un buen presidente” (Noujaim, 2013).


Notemos que el argumento que hace notar Noujaim, a través de las palabras del ciudadano rebelde, no busca encontrar un nuevo fundamento a un mundo carente de autoridad política, pues más bien pretende poner en evidencia que aún no existe una conciencia capaz de traer al orden a un mundo convulsionado por las luchas emancipatorias. En esa medida, esa conciencia es, en realidad, una inhallable conciencia que es el fundamento de la rebeldía, de la desobediencia y de la imposibilidad de encontrar una buena solución al conflicto. Ante este escenario sin resolución, emerge la segunda forma de concebir las relaciones humanas que hace posible, finalmente, a la filosofía política: la pretensión por resolver ese conflicto. La filosofía política, a diferencia de la mirada de Noujaim, busca resolver los conflictos sociales allí en los que no es del todo evidente la posibilidad de recuperar la armonía social. De acuerdo con esto, la filosofía política emerge cuando se produce el encuentro entre un conflicto, que en principio parece irresoluble, y cierta pretensión de resolverlo. Precisamente, en este encuentro (entre conflicto y necesidad de la resolución) se ubica la perspectiva de uno de los primeros filósofos políticos: Aristóteles. A él le interesa encontrar esa resolución en un momento muy similar al que Noujaim ilustra en su documental. Recordemos que Aristóteles, antes de reflexionar sobre la mejor forma de gobierno, le había interesado ver cómo las reformas radicales de Clístenes (en el siglo v a. C.) en Atenas habían provocado un conflicto cuando el demos se hizo dueño de las leyes y de las magistraturas, y fracturó el orden territorial de Atenas y la proporción entre la posesión de la riqueza y el ejercicio de la autoridad política (1988, cap. 21). El conflicto que instituyó el demos en el poder fue así el antecedente para que Aristóteles planteara su filosofía política, es decir, su conceptualización de la mejor forma de gobierno que le daría una parte de este al demos y otra a los oligarcas. La politeia es entonces el resultado de ese encuentro: entre el conflicto y su resolución, entre la desobediencia de un demos y la necesidad de asegurar una convivencia pacífica en la polis ateniense. La politeia, como lo asegura Aristóteles en el libro IV de La política, pretende encontrar una buena solución al conflicto entre ricos y pobres a través de un conjunto de instituciones que den a cada una de estas clases una parte y un tiempo en el gobierno de la ciudad a través de la ley (1988, 1294b-1297b). Estas instituciones reducirían el conflicto humano, al crear las condiciones de posibilidad para que los individuos adquieran la capacidad de poseer (héxis) el logos, que, a su vez, les daría la posibilidad de discernir entre lo justo y lo injusto. No serían entonces los apetitos del demos ni la avaricia de los oligarcas lo que definiría un gobierno político, sino más bien la razonabilidad de unas palabras que producen consensos sobre el rumbo de un mundo común.


Esto nos permite decir que la filosofía política, en esta vertiente predominante, es un dispositivo que permite asegurar que la vida humana esté regida no tanto por principios asociados a la riqueza o a los linajes, sino en términos de un acuerdo sobre qué es lo justo y lo injusto. La eficacia de este dispositivo es, entonces, la apertura de una vida en común que nos permite, a través de la razón (Aristóteles) o del derecho (Hobbes), discernir entre lo justo y lo injusto. Ahora bien, esta dialéctica entre conflicto y resolución no genera ningún problema ni tampoco ningún desacuerdo o controversia. Para muchos, la política es sinónimo de civilidad o, mejor aún, de acuerdos entre seres racionales que han limitado sus pasiones y deseos para comunicarse con razones o mediados por aparatos jurídicos que contribuirían a que la vida humana sea racional y pacífica. Sin embargo, podemos preguntarnos qué es aquello que permite que una comunidad llegue a un consenso sobre el destino de una comunidad, qué es lo que permite que una palabra, una expresión o un afecto se definan como racionales y, por lo tanto, como dignos de enunciar lo justo y lo injusto, y cómo la filosofía política ha logrado encontrar la resolución al conflicto que emerge cuando no hay quien mande y quien obedezca. Como lo aprecia Jacques Rancière en su contundente y controversial obra La mésentente (1995), estas preguntas han quedado oscurecidas por dos presupuestos que se han dado por evidentes sin ningún cuestionamiento. Por un lado, el presupuesto según el cuál del conflicto no puede emerger más que la mera violencia y, por el otro, la creencia de que del consenso emerge la paz, la civilidad y la armonía social. A juicio de Rancière, la filosofía política se ha encargado de fortalecer estas creencias para dejar a un lado el escándalo que trae consigo el conflicto político mismo. Sin embargo, el filósofo francés introduce una sospecha sobre este acuerdo implícito de la filosofía política al preguntarse no tanto por la necesaria resolución que trae consigo el conflicto político, sino más bien por la eficacia de un conflicto que no tiene como telos la resolución, la búsqueda del consenso. En esa medida, se plantean estas preguntas: ¿es posible reelaborar la pregunta por la política sin acudir a la dialéctica entre conflicto y su resolución?, ¿qué consecuencias podría arrojar el hecho de que la política no se defina en el tránsito del conflicto a la civilidad a través de la razón, sino más bien en la problematización de los criterios que definen lo que es razonable y, por lo tanto, lo que es justo?, ¿qué puede ocurrir si decimos que la política ocurre toda vez que mujeres, estudiantes, trabajadores, desempleados, reclamantes de tierras, anticapitalistas y defensores del medio ambiente transforman sus pasiones y sus deseos en argumentos sin la ayuda del logos aristotélico ni a través del derecho positivo hobbesiano?, ¿qué puede ocurrir cuando vemos en las palabras del rebelde egipcio no tanto un mero deseo sin horizontes que necesita de la filosofía política, sino un argumento que no se hace eficaz con la instauración de un gobierno ni con la resolución de los conflictos humanos?


Según Rancière, esta sospecha es tan vieja como la filosofía política misma. Sin embargo, ha sido injustamente desacreditada e invisibilizada por lo escandalosas y perturbadoras que pueden llegar a ser sus consecuencias. Escandalosas porque un conflicto, que no plantea resolverse a través de un procedimiento racional, no puede tener cabida en un mundo consensual que soluciona sus problemas a través de los mecanismos del derecho. Perturbadoras porque en muchas ocasiones, en un escenario de conflicto político, muchos transforman sus deseos y pasiones en argumentos, sin acudir a ningún esquema argumentativo reconocido por la ley o por los hablantes legítimos.


Este libro parte de la sospecha de Rancière. Sin embargo, tomará un rumbo muy distinto. No se preguntará por cómo la filosofía política busca desacreditar el escándalo propio de la política a través de la lógica de la resolución (como lo hace Rancière en La mésentente). Buscaremos, más bien, poner en evidencia la efectividad o el potencial que trae consigo el escándalo de la manifestación de la política, al producir un sentido que no está regulado por ningún criterio normativo que la anteceda. En esos términos, trataremos de desplazar la preocupación de la filosofía política e ir más allá del Rancière de La mésentente. No partimos del presupuesto de una conexión necesaria entre conflicto político y su resolución, sino de la pretensión de problematizar dicha conexión al mostrar que la política emerge cuando los criterios que regulan una vida compartida se ponen radicalmente en cuestión, sin pretender darle una resolución al conflicto que ella misma instituye. En otras palabras, este libro busca replantear la pregunta por la eficacia de la acción política y el conflicto que ella instituye, más allá del esquema de la resolución propio de la filosofía política, pues buscaremos mostrar que la política es un proceso que produce formas de sentido y de inteligibilidad que no pretenden la búsqueda de una sociedad jerárquicamente instituida ni un mundo organizado, con correspondencias entre palabras y cosas. En esa medida, este libro se preguntará por cómo la política se manifiesta y produce inteligibilidad sin solicitar el auxilio de la filosofía política ni incluso de la ciencia política. A partir de esta perspectiva, esta investigación busca desarrollar dos hipótesis a través de una constelación de perspectivas posmarxistas1 que se han preguntado por la eficacia de la acción política sin tener como horizonte el esquema de la resolución. Así, este libro busca mostrar cómo cada una de estas perspectivas toman el impulso emancipatorio del pensamiento de Marx, al dejar a un lado toda pretensión de resolver los conflictos humanos. La primera de estas hipótesis pone en evidencia que la política produce formas de inteligibilidad que, al mismo tiempo que resisten a un conjunto de condicionamientos, producen significados que no se subordinan a un esquema jurídico o a un esquema preestablecido que dicta qué es lo justo y lo injusto. Para poner en marcha esta afirmación, la investigación se distancia del liberalismo político contemporáneo, representado en la teoría de la política deliberativa de Jürgen Habermas. La perspectiva que nos impulsa a distanciarnos del esquema liberal es la del Walter Benjamin, quien realiza una crítica implacable al derecho positivo y a la subordinación de la acción política al Estado de derecho. Como lo veremos, esto nos permitirá problematizar uno de los presupuestos más hegemónicos de la filosofía política: la dialéctica entre el conflicto y su resolución.


Teniendo en cuenta este impulso crítico de Benjamin, complementaremos su crítica con la de Miguel Abensour, quien problematiza, a su vez, las oposiciones dicotómicas entre democracia y Estado, reformismo y revolución, política y economía, sociedad civil y Estado, al mostrar que la política es una actividad que produce un sentido conflictivo que pone en cuestión los ámbitos y lugares destinados a la política. En esa medida, la política no será abordada como una mera resistencia ni mucho menos desde de su necesaria subordinación a un marco institucional dado. A las formas de sentido que produce la acción política, más bien, les corresponderá poner en cuestión toda racionalidad que la obligue a habitar un lugar fijo e inquebrantable. De ahí que esta investigación busque mostrar, como primer objetivo general, que la política ocurre cada vez que se problematizan las condiciones históricas de posibilidad que le otorgan un lugar, ya sea afuera del Estado o adentro de las instituciones jurídicas.


De esa primera hipótesis, se desprende una segunda. Con ayuda de las aproximaciones filosófico-políticas de Maurice Merleau-Ponty, Etienne Balibar y Jacques Rancière, se indaga por el potencial transformador de las formas de sentido que produce la política, más allá del esquematismo liberal del pragmatismo habermasiano. Para tratar este problema de la eficacia, o de su potencial transformador, se pone en evidencia que ella es una manera de producir el sentido desde un punto de vista conflictivo y aporético que tiene la siguiente lógica: al mismo tiempo que existen condicionamientos históricos que niegan que la política tenga lugar, estos abren un horizonte de posibilidad para que ella misma se manifieste, con lo cual problematizan los presuntos espacios consagrados a la resolución de los conflictos. Esto permitiría conceptualizar una “transformación del mundo” [Veränderung der Welt2] (Balibar y Merleau-Ponty, cada uno a su manera, desarrollan esta aporía en la relectura que hacen de Marx). De acuerdo con esto, partimos de la hipótesis según la cual la política tiene lugar cuando se pone en evidencia una forma de vida emancipada que tiene eficacia toda vez que se enmarca en esta aporía, es decir, en términos de lo que la niega y lo que ella puede hacer con esa negación (sin caer en una dialéctica de la reconciliación a través de una presunta negación de la negación definitiva).


Para poner en marcha estas dos hipótesis, este libro se ha dividido en tres secciones. Cada una de ellas nos muestra a la política que lucha en contra de tres formas de concebir una resolución al conflicto que instituye la política misma. En esa medida, la primera parte aborda el conflicto entre acción e institución. El primer capítulo busca encontrar una alternativa a la comprensión liberal de la acción política que tiende a subordinar la emancipación humana a las formas jurídicas del Estado de derecho. Como lo veremos, el autor que nos permite elaborar una crítica a esa comprensión liberal de la política es Walter Benjamin, en Para una crítica de la violencia. El segundo capítulo, sin abandonar el espíritu crítico y emancipatorio de Benjamin, pretende mostrar que la eficacia de la acción política es positiva y negativa. Negativa porque ella problematiza los lugares consagrados para el ejercicio del poder político (acá pongo especial énfasis en la crítica de la violencia de Walter Benjamin). Positiva, porque ella produce una suerte de institución conflictiva que, al mismo tiempo que niega un estado de cosas, afirma las nuevas condiciones de una vida emancipada. Para demostrar esta perspectiva nos servimos del punto de vista de Miguel Abensour en La democracia contra el Estado y la perspectiva de Karl Marx en torno a su crítica del derecho público de Hegel. En esta parte se resalta que la política no es un régimen político, sino un momento de ruptura y crítica de las condiciones dadas que buscan otorgarle una racionalidad propia a la política en el Estado.


La segunda parte del libro se titula “El sentido y la acción”. Este tramo de la investigación es definitivo, porque allí se pone en evidencia, con mucho detenimiento, la aporía antes enunciada. En esa medida, con ayuda de la perspectiva de los filósofos Etienne Balibar y Maurice Merleau-Ponty, se indaga por la eficacia de la acción política teniendo en cuenta lo que la niega y lo que ella afirma. De acuerdo con esto, mostramos que, por un lado, la política depende de unas condiciones históricas que la niegan a partir de desposesiones inauditas. Estas desposesiones se pueden rastrear a partir de puntos de vista heterogéneos como los de Max Weber y Karl Marx, es decir, a partir de lo que este ha llamado acumulación originaria y aquel espíritu del capitalismo. Sin embargo, estas condiciones, al ser históricas y al no obedecer a un principio racional y supratemporal, pueden llegar a ser problematizadas, porque la historia tiene como condición de posibilidad no tanto la necesidad, sino la contingencia. De modo que la política es una forma de producir sentido que hace enfrentar a la historia con la contingencia, es decir, con la apertura de sentido que brinda la posibilidad de que las transformaciones históricas puedan ocurrir de otra manera a través de ciertos sujetos que llamamos acá sujetos políticos. La política, en esa medida, no lucha contra la historia, sino a favor de la esperanza de que la historia transcurra de otra manera. En esta parte de la investigación mostramos que la política tiene ciertamente una lógica. Esta consiste en poner en cuestión las condiciones históricas de desposesión y de apropiación propias del capitalismo con el fin de poner en evidencia que los seres humanos no somos dueños de lo que hacemos ni soberanos de nuestras acciones. La política saca a la luz, de una forma radical, lo brumosas y opacas que son las relaciones humanas. En otras palabras, la política muestra que estamos mediados por cosas, recuerdos, imaginarios que nunca son del todo claros; que nuestro encuentro con los otros no se da en términos de una transparencia irrestricta; que existe una violencia irreductible que no nos deja ser tan autónomos como queremos y tampoco nos deja someter a los otros a nuestro antojo. La política es, así, una forma de sentido que tiene como principio el hecho de hacernos enfrentar de una forma irresuelta con la contingencia de una forma radical.


Ahora bien, la última parte del libro, que se titula “La temporalidad de la política”, tiene como objetivo enunciar la efectividad de ese encuentro entre historia y contingencia, meramente enunciado en la segunda parte. En esa dirección, mostramos que el potencial de la política radica en instituir un conflicto de temporalidades heterogéneas que quiebra la lógica del progreso que alimenta las formas de dominación ligadas a la producción de desposesión propias del capitalismo. De la mano con la noción benjaminiana de imagen dialéctica y de la noción ranciereana de desacuerdo, se trata de mostrar que la política tiene como eficacia la posibilidad hacer confluir tiempos heterogéneos que violentan la lógica del progreso, a partir de dos modos de producción de sentido. Por un lado, la experiencia de singular de emancipación en la que los sujetos renegocian su trato con el tiempo y, por otro lado, las acciones políticas que hacen inoperantes las maquinarias que animan el tiempo de la dominación.


Este libro busca arrojar unos interrogantes que consideramos pertinentes a la hora de abordar una discusión contemporánea sobre el papel de la política desde un punto de vista posmarxista, en un mundo cada vez más cerrado al conflicto propio de la política. Creemos que este encerramiento de la política en nuestros tiempos tiene que ver con esos tres principios que niegan a la política: las instituciones ligadas a una mirada liberal, el sentido concebido como una necesidad y el tiempo visto desde el punto de vista del progreso. Buscaremos dejar claro que la lucha de la política se hace eficaz con la politización de las instituciones, del sentido y del tiempo. En esa medida, la política produce instituciones conflictivas y abiertas a su contestación, formas de sentido ligadas a la contingencia y a la heterocronía, que despojan al presente y al progreso de su evidencia.


Notas




1Como lo apreció Judith Butler en su muy conocido comentario a la obra de E. Laclau y D. Cornell, el posmarxismo, al igual que el posestructuralismo, nace de un descontento ante el fracaso de las teleologías marxistas (1993, 3). Sin embargo, este descontento no se refleja como un abandono de la crítica de Marx al capitalismo y de su apuesta por concebir una acción emancipatoria. En la misma dirección apunta la apreciación de Slavoj Žižek en The sublime object of ideology. El filósofo esloveno es enfático en decir que el posmarxismo, a diferencia del marxismo tradicional, busca mostrar que las formaciones sociales no pueden llegar a resolver sus conflictos de una forma definitiva, incluso allí donde el capitalismo sea abolido (2008, 29).





2Esta noción de transformación del mundo hace parte de la undécima tesis sobre Feuerbach. Pero también se puede rastrear en el epílogo a la segunda edición del tomo 1 de El capital. En ese texto, Marx apunta una idea de transformación del mundo relacionada con lo que él llama dialéctica racional, que es escandalosa porque le sustrae la presunta necesidad al orden del mundo (2017, 57).
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Los callejones sin salida de la política deliberativa: Walter Benjamin y su crítica a la violencia






El objetivo de este capítulo es problematizar la política deliberativa de Jürgen Habermas. En esa medida, al tomar como referente su obra Facticidad y validez (2007)1, buscaremos poner en evidencia que el privilegio que el pensador de la escuela de Frankfurt le otorga a una comprensión consensual del lenguaje oculta el carácter emancipatorio de una comprensión de la acción política, que no tiene como objetivo la búsqueda de un consenso, sino la pretensión de encontrar el potencial transformador del conflicto político. En otras palabras, buscaremos mostrar que la filosofía política de Habermas, al inscribirse en una comprensión tradicional de la filosofía política, deja a un lado una reflexión sobre el conflicto político que no tiene la intención de insertarse en un mundo consensual. Quien nos permitirá encontrar la clave interpretativa de una política que no tiene como telos su resolución es Walter Benjamin en su reconocido ensayo “Para una crítica de la violencia” (2009a). Para llevar a cabo este objetivo inicial, este capítulo buscará detenerse en los fundamentos filosófico-políticos de la política deliberativa, a partir de un eje de análisis de la tensión y el conflicto entre acción e institución; entre habla humana e instituciones jurídicas. De acuerdo con esto, y para distanciarnos de una manera radical de tal postura, buscaremos movilizar la crítica de Benjamin al derecho positivo y la extenderemos a la filosofía política de Habermas.


Como se verá, tanto Habermas como Benjamin comprenden la tensión entre acción política e institución a partir de una comprensión general y amplia de las instituciones. De ahí que la comprensión habermasiana de la razonabilidad con la que está instituido el mundo a través de actos de habla incida de manera definitiva en su comprensión del derecho y de las implicaciones que trae consigo la acción política. Asimismo, para Benjamin, la tensión entre desobramiento del sentido y violencia mítica del derecho se puede comprender a partir de sus reflexiones sobre el sentido en general y el lenguaje como des/instituyente de sentido. Teniendo en cuenta esto, en el transcurso de este capítulo haremos uso de dos sentidos del término institución: por un lado, mostraremos que la institución se puede comprender en un sentido amplio según los modos y los supuestos con los que cada uno de los autores comprenden la institución como producción de sentido; aquí está en juego, entonces, una reflexión acerca de cómo se instituyen las coordenadas de inteligibilidad con las que comprendemos la realidad en general y el mundo en común en particular. En segundo lugar, haremos una alusión constante a cómo esta comprensión general de la institución da lugar a una aproximación más restringida que se refiere a los mecanismos jurídicos y a las instituciones estatales. Este doble significado de la institución, que atravesará la argumentación de este capítulo, nos permitirá plantear algunas preguntas problematizadoras que cuestionarán en profundidad el potencial transformador de la acción política y cómo incide, de un modo amplio o restringido, sobre las instituciones existentes. Como lo podrá ver el lector o la lectora, la crítica de Benjamin es una simple apertura a una comprensión de la política que escape del esquema de la resolución.


El auxilio de las instituciones en la filosofía del derecho de Habermas


Una apuesta relevante en la filosofía política contemporánea que ha pensado la relación entre acción de la sociedad civil y las instituciones estatales es, sin duda alguna, la de Jürgen Habermas. El filósofo alemán en su libro Facticidad y validez suma sus esfuerzos para construir una filosofía política que lograría, presuntamente, rehabilitar el papel central del derecho en la fundamentación de nuestras sociedades y asimismo de las prácticas democráticas que son esenciales para pensar la emancipación humana. En el prefacio al ya mencionado libro, queda consignada una preocupación frente a la ausencia de una reflexión auténtica en materia del derecho para pensar las relaciones humanas o, más bien, para concebir las relaciones sociointegradoras en nuestras sociedades contemporáneas. De hecho, el filósofo de la escuela de Frankfurt acusa a la crítica marxiana del Estado burgués de haber desacreditado la idea de juridicidad, de modo que “con la disolución sociológica de la base de los derechos naturales desacreditó tan duramente […] la intención misma del derecho natural, que desde entonces quedó roto el lazo entre derecho y revolución” (2007, 60). El problema, a juicio de Habermas, es que en la época moderna se deja a un lado la reflexión normativa acerca de nuestras sociedades para dar cabida a una mera descripción sociológica de lo real o a una sobredeterminación del rumbo histórico anclado a una filosofía de la historia. Esta dinámica produjo que se rompiera el lazo que unía “derecho” y “revolución” hasta el punto de dejar a un lado toda discusión sobre lo jurídico, por su procedencia presuntamente burguesa. Tenemos así que el objetivo que traza Habermas en Facticidad y validez consiste en rehabilitar un pensamiento sobre la emancipación que no descarte el fundamento integrativo que traería consigo el derecho. En sus palabras,




[…] si por “socialismo” solo podemos entender el conjunto de condiciones necesarias para formas de vida emancipadas, sobre las que han de empezar entendiéndose los implicados mismos, es fácil percatarse de que la autoorganización democrática de una comunidad jurídica constituye el núcleo normativo también de ese proyecto. (2007, 60)





Según la cita anterior, la crítica marxiana al Estado burgués descuida que el derecho es un medio no tanto para la opresión social2 como para la emancipación de los ciudadanos. Ahora bien, esta condición se cumple si el derecho se usa con el objetivo normativo de la autoorganización democrática. Sin embargo, ¿qué quiere decir Habermas cuando invita a sus lectores a concebir el derecho como un medio para la emancipación social?, ¿de qué manera las reglas jurídicas deben regular los conflictos humanos para que emerja una sociedad pluralista y emancipada de la facticidad de las relaciones sistémicas de integración, que para el autor son, evidentemente, opresivas?, ¿qué relación hay entre el fundamento normativo de la integración social y el derecho positivo?


Para darles una orientación a las anteriores preguntas, Habermas dice que en el mundo humano existen dos criterios de integración social. Uno de ellos es el criterio sistémico (fáctico), a partir del cual los seres humanos fijan modos de convivencia condicionados por estructuras impersonales que determinan el rumbo de sus acciones. Desde esa perspectiva, el dinero es quizá uno de los modos de integración sistémica más relevantes en nuestras sociedades contemporáneas. Además, están los criterios normativos. Estos, a diferencia de los sistémicos, buscan fijar unas orientaciones generales de la acción humana que quieren preservar un sentido de justicia y de razonabilidad. Por ejemplo, cuando los seres humanos deciden sobre lo justo y lo injusto, al separarse de las imposiciones de la integración sistémica del capitalismo, se construyen formas normativas de integración social. O incluso allí donde la tradición y las creencias religiosas tienen cabida, vemos cómo se constituye un mundo fundamentado normativamente. En resumen, mientras el primer criterio busca mostrar que el orden de lo social tiene una carga fáctica, el segundo imprime un fundamento a la acción humana. Ahora bien, teniendo en cuenta lo anterior, Habermas dice en Facticidad y validez que en el mundo contemporáneo (posmetafísico) hay un predominio evidente de las formas de integración fácticas. Por eso, al no haber fundamentos metafísicos, teológicos o racionalistas, se da lugar a un mundo para el cual lo fáctico sería el principio motor de la acción subjetiva. En dicho contexto “los residuos —escribe Habermas— del normativismo del derecho natural se pierden, pues, en el ‘trilema’ de que los contenidos de una razón práctica, que hoy es ya insostenible en la forma que adoptó en el contexto de la filosofía del sujeto, no pueden fundamentarse ni en una teología de la historia, ni en la constitución natural del hombre, ni tampoco recurriendo a los haberes de tradiciones” (2007, 64-65). La fuerza fáctica se termina imponiendo en el momento en el que las sociedades acaban obedeciendo a unos principios sistémicos que equiparan la sociedad a un organismo viviente y los sujetos a agentes que componen dicho organismo (Luhmann 2005). El fundamento normativo, que brindaba principios para una acción individual e incluso para una agregación social, termina dejándose a un lado. En este escenario, lo normativo y, con esto, la validez de un orden existente dejan de ser preocupaciones relevantes a la hora de pensar un destino común.


Al tomar distancia de algunas reflexiones que se han centrado en lo fáctico (como la de Luhmann, 2005), Habermas plantea la necesidad de rehabilitar el fundamento de lo social y recurre a la necesidad de repensar el lado normativo de las instituciones humanas o incluso del sentido de la acción social en general. Según este punto de vista, es necesario otorgarle primacía a la integración normativa con el fin de que la integración fáctica adquiera un fundamento, un horizonte común de sentido que pueda darle una orientación a un mundo que carece de sentido. Esta apuesta haría que la fuerza normativa y la fuerza fáctica se reconcilien, a pesar de su presunto conflicto y exclusión. La apuesta de Habermas consiste entonces en crear una filosofía política que le dé un papel protagónico a las instituciones que crean los seres humanos y con las que se brindan a sí mismos unos horizontes para actuar en un mundo común, teniendo siempre en cuenta en todo caso que los seres humanos se ven arrojados a una realidad fáctica que coacciona sus aspiraciones normativas. Para construir esta filosofía política, Habermas da un paso muy general y definitivo. Según él, el único lugar que puede imprimirle un fundamento normativo a la realidad social es el lenguaje. En Teoría de la acción comunicativa, de 1984, el filósofo alemán ya había emprendido este camino cuando dijo que es preciso rehabilitar los fundamentos práctico-morales de la acción humana en términos de una acción orientada al entendimiento, en el que la “acción reaparece como una reestructuración del mundo de la vida” (2002, 435). La comunicación, y no meramente la acción determinada por estructuras que escapan a los individuos, es el único fundamento normativo para una sociedad altamente compleja, es decir, para una sociedad secularizada para la que ningún fundamento metafísico garantizaría una integración social específica. Pero ¿cómo comprender el lenguaje que Habermas llama razón comunicativa?, ¿de qué manera produce el lenguaje validez y cómo contrarrestaría el dominio de la facticidad o permitiría resolver el conflicto entre facticidad y validez?


Para comprender cómo Habermas entabla un vínculo entre lenguaje y fuerza normativa, es necesario referirnos a lo que él mismo llama linguistic turn. Por eso, a juicio de Habermas, resultan significativos los aportes de Gottlob Frege, al diferenciar representaciones y pensamiento, y de Charles Sanders Pierce, con su pragmática del lenguaje. Para conceptualizar el lenguaje, Frege pretende mostrar que, mientras las representaciones pertenecen a la conciencia individual, los pensamientos no tienen propietario alguno, en la medida en que estos son sentidos comunes que rebasan todo orden individual de representación. En esos términos, podríamos decir que las representaciones son sensaciones individuales (en muchos casos, no comunicables) y el pensamiento es un sentido compartido que podríamos enmarcar en el lenguaje mismo. Ahora bien, ¿qué asegura que el sentido —o el pensamiento— va más allá de una mera representación individual o de la mera imaginación grupal?, ¿cómo pensar cierta objetividad en los modos en los que los seres humanos comparten su experiencia? En su ensayo “Sobre sentido y referencia”, Frege expone que el sentido —o el pensamiento— puede llegar a tener cierta objetividad en la medida en que señale un referente, es decir, en tanto exprese un valor de verdad; o, en otras palabras, un pensamiento debe presuponer un referente, de lo contrario no podría haber una certidumbre específica que brinde un valor de verdad a un nombre, a una descripción o a un enunciado. En esos términos, “el pensamiento —escribe Frege— pierde valor para nosotros tan pronto como reconocemos que falta la referencia en una de sus partes. Por tanto, tenemos en verdad derecho a no contentarnos con el sentido de una oración y a preguntar también por su referencia” (1998, 92). De acuerdo con esto, el proceso con el que se verifica si un pensamiento tiene valor de verdad es el juicio. Un juicio es así un procedimiento lógico que se encarga de decir si un pensamiento —que se puede manifestar en un nombre o en una oración— tiene o no tiene referente. Sin profundizar en los planteamientos de Frege, podemos decir que aquello que brinda objetividad a nuestra vida en común es una dialéctica entre el lenguaje y el juicio, pues a través de un proceso de verificación construiríamos un mundo de pensamiento y sentidos que brindan la posibilidad de experimentar una cosa común como objetivamente existente y no en los ensueños de cada persona o en un mundo imaginario compartido para brindarnos a nosotros mismos un placer estético. El lenguaje es entonces un proceso de significación de una realidad en común en el que los seres humanos descubren la objetividad de la realidad. En esa medida, no es la realidad la que determina la percepción humana, sino son las simbolizaciones comunes las que permiten tener acceso a un mundo compartido.


De acuerdo con lo anterior, para complementar el avance del linguistic turn como aproximación normativa al lenguaje, Habermas muestra su interés por el pragmatismo de Pierce. A diferencia de Frege, el estadounidense se interesa por mostrar cómo los actos de habla, las interpretaciones y el diálogo son elementos esenciales de las operaciones lingüísticas. Desde esta perspectiva, la realidad se instituye a través de una comunidad de interpretación “cuyos miembros se entienden entre sí sobre algo en el mundo dentro de un mundo de la vida intersubjetivamente compartido” (Habermas 2007, 75-76). La realidad depende entonces de aquello que es verdadero y lo verdadero nace en un entramado dialógico en el que el hablante plantea una afirmación asertórica al oyente y este último tiene el papel o la función de aceptarla o de someterla a crítica. La verdad nace entonces de una multiplicidad de discusiones y de procesos de crítica y de disputas entre perspectivas de mundo. Ahora bien, esto no significa que cada comunidad sea diferente a otra o que cada comunidad de intérpretes produzca su propia realidad. Pierce suscribe el punto de vista según el cual hay una realidad dada que trasciende los actos de habla mismos. Por eso existe un principio consensual llamado por él final opinion, en el que la comunidad de intérpretes logra establecer los actos de habla que fijan los contornos de los referentes que señalan.


Lo común en las perspectivas de Pierce y Frege consiste en que lo real no es una realidad fáctica que se impone sobre los seres humanos, sino el resultado de un proceso de comunicación en el que los hablantes comprenden, a través de razones, que el mundo es de una manera y no de otra. El conflicto entre facticidad y validez se resuelve entonces cuando hay un primado del lenguaje como medio que le brinda fundamento al mundo en común. Esto nos permite, por un lado, comprender que los actos de habla son capacidades performativas del hablante para instituir su realidad y su mundo común y, por el otro, caer en cuenta de que dicha capacidad tiene un límite fáctico: una realidad dada.


No obstante, Habermas intenta extender dicho principio pragmático a todo el conjunto de la sociedad, ya que los aportes de Pierce tienden a centrar el análisis del lenguaje en comunidades de investigadores que discuten con argumentos y exposiciones metódicamente elaboradas. Según el filósofo de Frankfurt, el habla cotidiana de cualquier ser humano está impregnada de pretensiones normativas de validez, a pesar de que no siempre se manifiesten como argumentos estrictamente racionales o metódicamente elaborados. En la cotidianidad, el lenguaje, como acción comunicativa, permite la coordinación de acciones y sienta los precedentes para una integración social. Tenemos así que no es solo la comunidad de intérpretes la que coordina las pretensiones de validez para dar origen a una realidad común, pues también los actos de habla cotidianos, de cualquier sujeto hablante, otorgan un papel normativo a la acción social. Según este punto de vista, la sociología funcionalista se equivoca al sobredeterminar la acción social al atarla a unas funciones concretas externas a los individuos, ya que los sujetos son autónomos y libres de actuar en función de sus apuestas normativas, todas ellas ancladas a la comunicación que transcurre en la cotidianidad o, mejor aún, en el mundo de la vida. La cotidianidad es entonces la que ofrece un primer nivel de agregación a la integración social, ya que toda acción humana está atravesada por el lenguaje como capacidad comunicativa de coordinar la acción. En este escenario, el hablante se caracteriza por tener convicciones comunes aproblemáticas que le ayudan a desenvolverse en su vida más próxima. Teniendo en cuenta lo anterior, existe un segundo nivel de agregación en el que encontramos el saber temáticamente disponible. En este estadio, el hablante construye un mundo que se extiende al saber cultural y al saber mítico, los cuales permiten congregar a una comunidad en el ámbito de sus tradiciones compartidas. No obstante, estas formas de ordenar la vida en común dejan de ser vinculantes conforme aumenta la complejidad social y se modernizan las sociedades, pues los riesgos de disentimiento y conflicto aumentan. En palabras de Habermas,




[…] los espacios para el riesgo de disentimiento que representan los posicionamientos de afirmación o negación frente a pretensiones de validez susceptibles de crítica crecen en el curso de la evolución social. Cuanto más aumenta la complejidad en la sociedad y se ensancha la perspectiva inicialmente restringida en términos etnocéntricos, con tanta más fuerza se produce una pluralización de las formas de vida. (2007, 87)





Esta complejidad plantea un desafío a las sociedades contemporáneas: como los fundamentos metafísicos dejan de ser relevantes para explicar la integración de la sociedad, no habría otra alternativa, a juicio de Habermas, que pensar que el habla es el único criterio que permitiría actualizar el fundamento normativo de la acción humana. Ahora bien, como la fuerza de lo fáctico se impone sobre la potencia normativa del lenguaje, para el filósofo de Frankfurt resulta preciso fortalecer el habla humana con la ayuda de las instituciones jurídicas. Tenemos así que una acción comunicativa en los tiempos contemporáneos tiene necesariamente que acudir a las instituciones jurídicas, positivamente creadas, como un nuevo escenario de integración social, para gozar de cierta universalidad y preservar la capacidad pragmática del ser humano para crear mundo, es decir, la primacía de la integración social sobre la integración fáctica. Si las teorías del derecho natural e incluso los mitos fundacionales de una comunidad política dejan de otorgar validez a los ordenamientos existentes, no queda otra alternativa que acudir al derecho positivo, es decir, a una institución jurídica que lograría fijar un conjunto de reglas discursivas que harían posible reducir los riesgos de disentimiento que trae consigo la complejidad social. No obstante, ¿cómo concebir el papel de las instituciones jurídicas y qué relación hay entre el derecho y la acción comunicativa?, ¿qué papel adquiere el derecho como elemento esencial para la integración social?, ¿cómo logra resolver Habermas la tensión entre la facticidad de las relaciones humanas y las idealizaciones que transcurren en la vida discursiva del ser humano, en un mundo en el que las instituciones (no jurídicas) no son lo suficientemente universales e integradoras para crear un fundamento de la acción humana?, ¿cómo comprender la tensión entre acción política e institución cuando la fuente normativa del lenguaje se queda corta frente a retos de las sociedades complejas?


La institución jurídica y la racionalidad comunicativa


El siguiente paso de la argumentación de Habermas es reelaborar el papel del derecho en la integración social. Teniendo en cuenta que el habla humana empieza a tener deficiencias para integrar las sociedades complejas, el filósofo de Frankfurt plantea la necesidad de que toda forma de producir sentido que esté implicada en una vida en común tenga que estar acompañada y fortalecida por el derecho. La sugerencia habermasiana consiste en mostrar que el derecho puede llegar a ser un medio que permite conciliar la fuerza normativa del lenguaje con la fuerza fáctica de los procedimientos jurídicos. Como ya lo hemos dicho, esa conciliación se produce en tanto la integración fáctica se subordine a la integración normativa. Para explicar esto, el filósofo construye lo que denomina una teoría de los derechos que busca hacer compatibles los derechos subjetivos —libertades individuales y comunicativas de acción— y los derechos objetivos —derechos de participación política que se mueven en los aparatos instituidos por el derecho positivo—. Esto le permitiría conciliar el mundo de la acción humana con el de las instituciones jurídicas a través de un agente mediador: los procedimientos democráticos. Como lo veremos, la democracia para esta aproximación es un procedimiento que permite a cualquier ciudadano participar en la legislación pública, de modo que aquellos que quieran hacer vinculantes y universales sus apuestas normativas en el plano de la razón comunicativa deberán someter sus idealizaciones a un proceso deliberativo amparado por un aparato institucional que tiene, en todo caso, la capacidad fáctica y coactiva de extender esos principios normativos a la sociedad en su conjunto. Las instituciones jurídicas, así comprendidas, serían una suerte de prótesis que acompaña toda acción humana que pretenda erigirse como universal, necesaria y vinculante para una sociedad. Según esta apuesta, se lograría concebir una filosofía del derecho en la que individuo y sociedad dejan de aparecer como formas de vida opuestas, al presuponerse mutuamente.


A partir de esta sugerencia de Habermas, en nuestra tradición jurídica occidental se ha creado una oposición dicotómica, que hay que problematizar, entre los derechos subjetivos y los derechos objetivos. Estas dos maneras de concebir el derecho se han traducido en un antagonismo entre un principio negativo de libertad ligado a las libertades subjetivas de acción y un principio positivo, que se relaciona con el principio de soberanía popular. De ahí que, desde una perspectiva general, tradiciones jurídicas liberales y comprensiones republicanas entren en contradicción: mientras la primera pone el énfasis en el derecho privado, la segunda se centra en los derechos políticos de participación. Ahora bien, con el fin de elaborar una teoría del derecho que abandone dicha oposición y rehabilite una armonía entre la vida fáctica —la presunta defensa de una libertad individual— y la vida normativa —la apuesta normativa enfocada en la producción de soberanía popular—, Habermas propone mostrar que no debe existir una oposición entre estas dos comprensiones de las normas, puesto que, en el fondo, y visto desde una comprensión pragmática del lenguaje, dichas aproximaciones se presuponen. Para encontrar este punto medio en el que se haría posible la presuposición mutua del derecho objetivo y el derecho subjetivo, es preciso tener en cuenta que la capacidad normativa que trae consigo la fuerza sociointegradora de la acción comunicativa está implicada tanto en la esfera cotidiana del mundo de la vida como en los aparatos institucionales que ella misma produce. Como ya lo anotábamos antes, el habla humana en una sociedad compleja es el único elemento integrador normativo existente. Esta capacidad comunicativa logra adquirir efectividad cuando se ha logrado llegar a un consenso sobre los criterios que definen una realidad común. Sin embargo, para llegar a un acuerdo sobre qué es lo real y, por lo tanto, respecto de los criterios que permitirían una integración social, es preciso dejar a un lado toda racionalidad instrumental y estratégica, de lo contrario no podría emerger dicho mundo compartido3 o un mundo normativamente producido. El entendimiento, como capacidad subjetiva de acción, es entonces el fundamento de todo orden social. Ahora bien, y esto resulta crucial en la comprensión habermasiana, dicho orden instituido, producido dentro de la lógica altruista del entendimiento, tiene el fin de garantizar que el entendimiento, y no la fuerza, sea el medio de integración social. O, en otras palabras: si el entendimiento y no la fuerza instituyen una asociación, el producto mismo de dicha asociación tendrá el objetivo de garantizar que las libertades comunicativas sean los elementos fundamentales de la integración social. De este modo, encontramos que la esfera de los derechos subjetivos, ligados a libertades individuales de acción, presupone una esfera de interlocución que hace posible un habla racional y, por lo tanto, imparcial. Pero dicha esfera es el producto de una capacidad comunicativa ligada al entendimiento, de acá que se pueda decir que “los derechos del hombre fundados en la autonomía moral del individuo solo cobran forma positiva mediante la autonomía de los ciudadanos” (Habermas 2007, 159). En esa medida, el derecho positivo cumple la labor de extender la fuerza normativa del entendimiento a escenarios comunes que están colonizados por formas de comunicación ligadas al cálculo instrumental.


En síntesis: para Habermas un mundo común normativamente instituido emerge cuando se reemplaza la racionalidad instrumental por una razón comunicativa. Pero, como hay un predominio de lo fáctico en las sociedades contemporáneas, es necesario fortalecer esta razón con la ayuda del derecho positivo. De acuerdo con esto, los sujetos privados adquieren el estatus de ciudadanos cuando caen en cuenta de que el derecho positivo puede llegar a ser un medio para fortalecer y universalizar sus apuestas normativas. Por eso, desde esta perspectiva, el derecho positivo es aquello que permite que la capacidad comunicativa y pragmática del ser humano para crear mundo y realidades pueda extenderse más allá de su vida cotidiana y reclamar un espacio en lo universal. Y esto tiene lugar porque el derecho mismo se instituye en escenarios de deliberación pública donde se producen “procesos de argumentación en los que, sobre la base de las informaciones pertinentes, no se impone otra cosa que la coerción del mejor argumento” (Habermas 2007, 168). Entonces, si la capacidad comunicativa humana permite fijar los criterios normativos de un mundo común, tenemos que suponer que todo debate que concierne a dicho mundo debe estar mediado por una serie de instituciones artificiales que permitirían que los argumentos, mas no los intereses, tengan el veredicto último para definir el fin de una sociedad. Dicho de otro modo, las instituciones en la teoría de los derechos de Habermas deben hacer que predomine un mundo común erigido en el plano de la argumentación. En último término, la acción comunicativa instituye un conjunto de procedimientos que hacen posible que sean los discursos racionales los que se impongan en un escenario de deliberación pública. Pero ¿qué es lo que garantiza que un argumento sea razonable?, ¿cómo suponer que, en un escenario creado artificialmente, se podría garantizar que un argumento triunfe sobre otro según su grado de razonabilidad?, ¿cómo diferenciar una comunidad que se integra sistémicamente de una que busca subordinar la integración fáctica a la racionalidad comunicativa?


En primer lugar, para Habermas un discurso es racional porque tiene un fin orientado al entendimiento. En esos términos, toda pretensión de habla que busque engañar a un interlocutor o que intente coordinar acciones de un modo utilitario e instrumental, como acciones orientadas al cálculo económico, tienen el destino de fracasar en su intento por hacer valer la fuerza del mejor argumento. Por eso, un discurso racional es aquel que propende por el bien común, más allá de pretensiones e intereses grupales e individuales. Ahora bien, en segunda instancia, aquello que hace un argumento adquirir el estatuto de “racional” tiene que ver con que su fin último esté orientado a preservar las libertades subjetivas de acción, que, para Habermas, están enraizadas en la acción comunicativa misma. Tenemos entonces que para el pensador alemán hay una génesis lógica de las instituciones jurídicas determinada por el principio normativo del discurso humano, que resuelve la presunta exclusión entre derecho subjetivo y derecho objetivo. Esta lógica consiste en que el habla humana, que tiene la aspiración de llevar a cabo la integración social, debe estar acompañada de una “forma jurídica” para garantizar que la coordinación de la acción esté orientada al entendimiento. Al mismo tiempo, como ya lo hemos dicho, la acción produce formas jurídicas que garantizarán que, en escenarios de deliberación pública, se preserven las libertades comunicativas. Tenemos así que un acto de habla se institucionaliza en la medida en que preserva las condiciones para el ejercicio discursivo de cada ciudadano que integra una comunidad. Para que este esquema cobre una coherencia específica y, por lo tanto, para que demuestre que el derecho subjetivo presupone el derecho objetivo y viceversa, Habermas se sirve del principio democrático. Con dicho principio se garantizaría, desde una filosofía del derecho, una complementación entre derecho objetivo y derecho subjetivo que tendría como eje principal el principio de discurso. Como lo veremos, esto le permite a Habermas decir que la acción humana, que produce integración normativa, puede llegar a complementarse con las instituciones positivamente creadas. De esta manera, se lograría resolver el conflicto entre facticidad y validez, al hacer que prevalezcan las apuestas normativas en un mundo posmetafísico, en un mundo sin fundamentos.


La democracia como institución


Para completar el andamiaje de la filosofía política de Habermas, nos referiremos, muy esquemáticamente, a lo que él llama principio democrático. Este es uno de autolegislación en el marco de un procedimiento de elaboración de normas sujeto a un conjunto de reglas. De ahí que el pensador de Frankfurt no se embarque en una apuesta liberal en el sentido tradicional. Para Habermas, aunque la mutua presuposición entre derechos subjetivos y derechos objetivos no ampara al individuo en el goce privado de sus intereses, sí abre un marco de acción para que un individuo o una comunidad puedan convertirse en partícipes de la cosa común. La institución jurídica canaliza entonces las aspiraciones pragmáticas y normativas de la vida cotidiana hacia sofisticadas normas positivas que permiten la integración social en un nivel artificial y universal. En último término, la acción humana complementada con el derecho positivo se extiende hacia un espacio neutral en el que se busca defender al máximo la libertad comunicativa de acción. Por eso, reivindicaciones tales como el derecho al aborto, el trato a refugiados políticos o las normas que regirían la tributación de multinacionales deberán estar atravesadas por un acompañamiento institucional que permita que haya espacios extendidos de deliberación pública en los que los mejores argumentos fijarán qué tan justas o no son tales reivindicaciones.


En este sentido, un interés específico de un actor o de un grupo cobra efectividad cuando su demanda adquiere un estatus universal, puesto que en las esferas de deliberación pública se ha persuadido a un público de lo beneficioso que resulta la reglamentación del aborto o incluso las contribuciones que deberán hacer los empresarios en un Estado determinado. Así, la validez que produce el habla se complementa con la fuerza fáctica de una institución jurídica que vuelve vinculantes y obligatorias un conjunto de normas para una sociedad. Esto nos impulsa a decir que la obligatoriedad de una norma para una comunidad específica cobra fuerza fáctica cuando esta ha sido el producto de un proceso de deliberación pública mediado por unos canales jurídicos. En dicha mediación, se asegura que la fuerza fáctica de la legalidad, que aplica la norma, esté subordinada por la legitimidad del habla humana orientada al entendimiento. Tenemos entonces que la comunidad adquiere derechos subjetivos de acción, como derechos políticos, cuando la sociedad ha pasado por un proceso de juridización de las relaciones intersubjetivas; por eso “la igualdad de derechos políticos —dice Habermas— para todos se sigue […] de una juridización simétrica de la libertad comunicativa de todos los miembros de una comunidad jurídica” (2007, 193).


Así pues, según este punto de vista, un poder comunicativo sin una juridización no tendría una fuerza vinculante, y un aparato jurídico sin poder comunicativo no tendría legitimidad alguna. Validez y legalidad se complementan mutuamente en la medida en que el habla humana se extiende a una sociedad de un modo artificial, vertical y vinculante. Por eso, Habermas define el Estado de derecho como aquel que ha logrado construir una verdadera armonía entre la fuerza normativa del lenguaje y la fuerza fáctica del derecho y sus instituciones. Ahora bien, para cumplir esta función, las instituciones jurídicas deben garantizar que las normas sean productos de las pretensiones de sus ciudadanos, lo que exige unos espacios de deliberación público-política en los que circularían opiniones. Además de esto, el sistema parlamentario debe funcionar como una bisagra que acoja estos discursos informales para poderlos transformar en poder administrativo de estricto cumplimiento por parte de los miembros de una comunidad jurídica4. En esos términos, cobra precisión el principio de discurso —principio D— abordado por Habermas de este modo: “Válidas son aquellas normas a las que todos los que puedan verse afectados por ellas pudiesen prestar su asentimiento como participantes de discursos racionales” (2007, 172).


La validez de una norma es otorgada entonces por la participación de hablantes racionales en las esferas de deliberación públicas. Las instituciones, en cambio, garantizan la aplicación de estas normas, incluidas las que crean las esferas de la deliberación. Con este principio, Habermas pretende construir las bases para una comprensión deliberativa de la democracia que permitiría, a su vez, reducir el conflicto entre acción comunicativa e institución positiva. De acuerdo con esto, la acción precisa de unas instituciones, pues los actos de habla deben estar canalizados de acuerdo con un procedimiento que garantice un comportamiento normativamente esperado. Se tiene así que, al igual que la aproximación de Pierce, la política deliberativa habermasiana parte del supuesto de una final opinión que decide cuándo un argumento se impone sobre otro o, más bien, cuándo un argumento es considerado como perteneciente al habla racional y, al mismo tiempo, digno de volverse vinculante para una comunidad jurídica en contraposición a un habla de tipo anárquico5.


Todo esto nos arroja a unos planteamientos emancipatorios bastante atenuados que, evidentemente, buscamos poner en cuestión. No se trata, como en el caso de Marx, de la existencia un sujeto político que actúa en nombre de una totalidad desposeída para transformar las relaciones de clase6. Más bien, se trata de una acción de ciudadanos organizados en sociedad civil7 para poner en práctica sus capacidades pragmáticas con el fin crear formas jurídicas vinculantes para todos. La emancipación en una comunidad humana se manifiesta cuando dicha asociación se instituye a sí misma como asociación jurídica, es decir, como una comunidad de seres humanos que ha establecido un conjunto de instituciones que preservarían la posibilidad de que, en ciertos escenarios de deliberación pública, los ciudadanos puedan hacer uso de su capacidad argumentativa sin otra “opresión” que la del procedimiento democrático. El Estado, como una institución jurídica producto de la acción comunicativa humana, tendrá la tarea de regular las interacciones ciudadanas con tal de que sus apuestas comunes estén en el marco de la razonabilidad, es decir, dentro de unos parámetros mínimos de discusión que garanticen que un acuerdo entre hablantes sea del provecho de todos. Todo esto indica que los organismos que ejecutan las leyes no son meros poderes fácticos del poder administrativo, productos de una sociedad sin fundamentos normativos, sino más bien el resultado del poder comunicativo. Y al ser el fruto de un procedimiento democrático, el poder estatal y fáctico debe asegurar que, desde una perspectiva consensual, se lleven a cabo un conjunto de deliberaciones que instituyan poderes verticales y vinculantes. Notemos que la autoridad vertical de la ley existe porque hay un fundamento normativo que tiene una primacía incondicional.


El marco habermasiano resuelve, desde una perspectiva consensual, la tensión entre acción humana e instituciones a través del dispositivo institucional de la democracia procedimental. Las instituciones, que nacen de esta conjunción, retroalimentarían el mundo informal de las opiniones de tal modo que un ciudadano cualquiera o un colectivo de ciudadanos puedan dialogar sobre el rumbo de las sociedades que ellos mismos habitan. Ahora bien, el espacio de manifestación de dicho diálogo informal que busca canalizarse a través de mecanismos institucionales es el espacio público-político. En dicho escenario se crea “una red para la comunicación de contenidos y tomas de postura, es decir, de opiniones, y en él los flujos de comunicación quedan filtrados y sintetizados de tal suerte que se condensan en opiniones públicas agavilladas en torno a temas específicos” (Habermas 2007, 440). Esta condensación de opiniones en temas específicos es el precedente necesario para que una demanda de la ciudadanía o de la sociedad civil pueda tener cabida en los ordenamientos jurídicos. Esto nos invita resaltar que, para Habermas, la institución es una suerte de prótesis del habla humana que garantizaría que quienes se enfrentan en un espacio de deliberación pública lo hagan con argumentos y no con el engaño o la manipulación, de modo que el potencial transformador de una acción política —proveniente de la sociedad civil— cobra efectividad cuando logra canalizarse en unas reglas de argumentación positivamente creadas a través del derecho. La política deliberativa tiene entonces un indicador claro de efectividad: hay política emancipatoria cuando un acto del mundo de la vida acepta que, para universalizarse, debe subordinarse a un procedimiento jurídicamente reglamentado. Sin embargo, cabe preguntar: ¿hasta qué punto dicha subordinación de la acción humana a las instituciones jurídicas deja a un lado una comprensión de la política y de la emancipación humana que escapa del círculo de la resolución propio de la filosofía política liberal?, ¿es posible hacer notar los límites del optimismo de Habermas en cuanto a las instituciones jurídicas, desde una perspectiva crítica y rigurosa?


Para abordar esas preguntas, buscaremos sostener que el triunfalismo de la política deliberativa parece ser opacado por una tendencia visible de la filosofía política contemporánea, que busca poner en evidencia las formas de violencia que emergen allí donde se pretende resolver, a través del consenso, el conflicto entre la acción humana y las instituciones jurídicas. Para movilizar esta crítica, nos serviremos de la perspectiva de Walter Benjamin en su texto “Para una crítica de la violencia”. Este tránsito a la crítica de Benjamin es definitivo para la investigación que propone este libro, por dos razones: en primer lugar, por cuanto la crítica Benjamin al derecho positivo busca mostrar un destino de la emancipación humana muy distinto al de la resolución de los antagonismos sociales a partir de un procedimiento jurídicamente regulado. En esa medida, la perspectiva del autor pone en evidencia que miradas como la de Habermas siguen inscritas en la tradición de la filosofía política que esta investigación quiere problematizar: la tradición que concibe el conflicto ligado a su resolución. En segundo lugar, esta postura permite abrir una comprensión del sentido y del lenguaje que no tiene como horizonte el consenso, sino más bien la puesta en evidencia de que la comunicación humana no puede ser transparente, que toda forma de producción de sentido es brumosa y que allí donde se incentiva la “libertad comunicativa” emergen conflictos sociales que el derecho no puede resolver definitivamente. La crítica de Benjamin contribuye a una comprensión del conflicto político que no tiene como horizonte su resolución.


La violencia de las instituciones en el pensamiento de Benjamin


Uno de los elementos centrales en la teoría habermasiana, como lo mostramos en el apartado anterior, es el derecho positivo. Pues, como lo argumentamos, para Habermas el habla humana se termina sirviendo de la “legalidad” que otorga el derecho, para poder gozar de una neutralidad que haría posible que un acto de habla se vuelva vinculante para una comunidad jurídica. De modo que, sin la positividad del derecho, no habría criterio alguno que defina lo justo, ni tampoco la posibilidad de mediar nuestras idealizaciones normativas en el plano del habla y la facticidad en la que trascurre la vida humana. De acuerdo con esto, toda acción que pretenda imponer su punto de vista, sin el debido proceso, fracasará en la medida en que es a través de un proceso democrático previamente reglamentado como una “opinión” puede adquirir el estatus de “argumento”. El derecho positivo es entonces un lenguaje formal que acompaña todo acto de habla informal del mundo de la vida que pretenda circular a lo largo y ancho de la sociedad (Habermas 2007, 434). Este esquema nos incita a pensar la acción política —o la movilización de la sociedad civil— como una acción que usa los medios legales del derecho para manifestar lo razonable que es un punto de vista. Este medio, que vendría a ser el derecho positivo, es una institución artificialmente producida que permitiría fortalecer el habla humana. Acción e institución se complementan, a pesar de su inconmensurabilidad, para evitar que una visión del mundo se imponga violentamente sobre otra. Ahora bien, ¿necesariamente tenemos que concebir toda acción emancipatoria en dicho esquema jurídico?, ¿podría pensarse una acción política emancipatoria que vaya más allá de una relación de complementación entre institución y acción?, ¿está necesariamente condenada al fracaso toda acción que no se canalice a través del derecho positivo, al no ser vinculante para toda una sociedad?, ¿es preciso pensar que la institución de una realidad compartida solo es posible a través de los medios del derecho como el lugar de lo político? O, mejor aún, ¿es posible pensar una alternativa a una forma de configurar el sentido en general más allá del papel sobredimensionado del derecho positivo y de un lenguaje orientado hacia el consenso?


Como ya lo hemos anunciado, un enfoque predominante en la filosofía política contemporánea8 es crítico de las visiones que otorgan un papel central al derecho positivo. En efecto, desde su punto de vista, la complementación entre acción e institución parece esconder una violencia que de hecho se ejercería ya en el instante en el que se produce sentido. De ahí que para esta perspectiva la violencia no tenga que ver con un habla incapaz de canalizarse en los medios neutrales y legales del derecho, como lo sugeriría la apuesta habermasiana, sino que más bien se produciría a partir de la necesidad misma de complementar acción e institución. Precisamente Walter Benjamin, en su reconocido ensayo “Para una crítica de la violencia” (2009a), emprende una arrasadora crítica al derecho positivo, al mostrar que la pretendida distinción entre lo “legal” y lo “ilegal” se apoya en una violencia soberana en contra de una suerte de acción que no demanda representación alguna, ni canalización a través de medios jurídicos amparados en la legalidad. En último término, si bien Benjamin no está dialogando con una perspectiva como la de Habermas, parece que su crítica a la violencia toca la raíz de la política deliberativa, al poner de manifiesto que los medios legales producen violencias que no dejan concebir la emancipación humana. Para Benjamin, como lo mostraremos en lo que sigue, una acción auténticamente emancipatoria es aquella que deja inoperante la mutua presuposición entre institución y acción, puesto que la acción misma rompe con las fronteras de sentido que separan, por ejemplo, un acto reconocido por el derecho como legal y legítimo y un acto que no es reconocido como perteneciente y avalado por una comunidad jurídica. En esos términos, una acción emancipatoria, como asegura Giorgio Agamben, se define a partir de una “violencia (el término alemán Gewalt significa también ‘poder’)9 absolutamente ‘fuera’ (ausserhalb) y más allá del derecho que, como tal, podría romper la dialéctica entre la violencia que funda el derecho y la violencia que lo conserva” (2004, 80). Sin embargo, ¿cómo comprender este poder o violencia10 más allá del derecho?, ¿qué significa “romper” con la dialéctica entre el derecho fundador y el derecho que lo conserva?, ¿qué tipo de relación podemos encontrar entre acción emancipatoria e institución en la crítica benjaminiana de la violencia?


El derecho y la violencia


Hacer una crítica de la violencia demanda saber qué tipo de lógica productora de violencia se desea criticar. Ahora bien, todo parece indicar que a Benjamin le interesa unir sus esfuerzos en contra de la violencia que produce el derecho positivo. Dicho interés consiste precisamente en problematizar la distinción que crea el derecho positivo entre acciones que son susceptibles de universalizarse a través de los medios jurídicos y meras manifestaciones de violencias que carecen de fines de derecho. Esta distinción, como lo veíamos en Habermas, asegura que una acción ha de cumplir con unos criterios determinados, si quiere extenderse más allá de su mera manifestación singular; por eso, una acción política debe darse en unos canales jurídicos, previamente definidos, con el fin de evitar que intereses y violencias particulares incidan en el rumbo de un mundo común. El derecho positivo, según la perspectiva de Benjamin, parece entonces producir una violencia fundamental, al crear una distinción entre actos legales, amparados en un procedimiento jurídico, y actos ilegales, desligados de unos fines de derecho y, por lo tanto, no universalizables en formas jurídicas.


Así, la apuesta crítica de Benjamin busca dejar a un lado la tesis iusnaturalista según la cual el hecho de emplear “medios violentos para fines justos es tan poco problemático como que un hombre en su ‘derecho’ se dirija hacia una meta deseada” (2009a, 34). El derecho natural parece dar por sentado que la violencia es un producto inevitable de la acción humana. Y con esto, cabe mencionarlo, Benjamin también se está refiriendo a las perspectivas revolucionarias —en particular, al régimen del terror— que se guiaron, en algún momento, por el prejuicio de que la violencia es una suerte de destino natural en la condición humana. Una crítica a la violencia comprendida a la luz del derecho natural se terminaría reduciendo a denunciar los abusos para llegar a determinados fines. Por eso, la crítica a la violencia del derecho natural estaría centrada en sopesar si la violencia que se ejerce para llevar a cabo un determinado fin está fundamentada por la “justicia” del fin mismo; por eso, en palabras de Benjamin, “el derecho natural puede realizar juicios sobre el derecho existente mediante la crítica de sus fines” (35). Para esta comprensión del derecho, los fines serían entonces el fundamento último de la ley que limitaría la voluntad humana a un proceso impersonal en el que la naturaleza, como asegura Hans Kelsen, se convierte “en un sistema de hechos ligados los unos a los otros por relaciones de causa y efecto, independientes de toda voluntad humana” (87). La violencia o el poder que ejerce el derecho tiene, así, un fundamento teleológico que deja a un lado toda capacidad humana de instituir un derecho conforme a su propia visión del mundo.


Teniendo en mente que el derecho natural tiene una comprensión muy general de la violencia como mero medio para alcanzar un fin determinado, más allá de la voluntad humana, Benjamin propone abordar una crítica a una violencia comprendida desde un punto de vista mucho más sofisticado, que es, como ya lo enunciábamos unas líneas arriba, del derecho positivo. Pero no se trata de denunciar la violencia a la luz del derecho positivo, sino más bien de llevar a cabo una crítica radical a la comprensión positivista del derecho. Una comprensión que, en la perspectiva de Benjamin, parece tener una lógica mucho más compleja y atrayente que la del derecho natural y con respecto a la cual el pensador alemán no solo busca poner en evidencia la violencia que presuponen los mecanismos jurídicos, sino también la violencia que estaría en juego en la producción de sentido en general11. Dicha complejidad radica en que, mientras “el derecho natural aspira a ‘justificar’ los medios a través de la justicia de los fines, el derecho positivo tiende a ‘garantizar’ la justicia de los fines a través de la legitimidad [Berechtigung] de los medios” (Benjamin 2009a, 36). Si bien las dos apuestas optan por evaluar la justicia de los fines, se distancian radicalmente en su concepción de los medios. El derecho positivo, precisamente, no da por sentado que la violencia es un mero medio para llegar a un fin determinado; más bien, considera que dichos medios deben estar, sin excepción alguna, ligados a una legitimidad y legalidad específica. Según el punto de vista de Kelsen, el derecho positivo es creado, instituido y aplicado por seres humanos que, para crear un orden social eficaz, buscan hacer coincidir la vida de sus ciudadanos con unas normas vigentes. Ahora bien, a juicio del jurista alemán, en dicho orden no reina una ley impersonal que dice qué es exactamente lo justo, puesto que dentro del derecho positivo pervive un desacuerdo latente entre la conducta de los sujetos y las normas que la regulan. Esto nos arroja a que los seres humanos pueden estar en desacuerdo con una norma, pero, y este es el punto crucial que a Benjamin le interesa, la manifestación de dicho desacuerdo debe darse en el marco de la eficacia del orden jurídico. Ya el mismo Kelsen diría que “un orden jurídico puede ser considerado eficaz cuando la amplitud de este desacuerdo no traspasa cierto límite” (39). Pero ¿cómo comprender este límite en el que se desenvuelve el desacuerdo en el seno del derecho positivo?


Esta apuesta del derecho positivo está directamente relacionada con la comprensión habermasiana del derecho. En el apartado anterior habíamos dicho que el esquema de la política deliberativa consiste en que un diálogo auténticamente político debe respetar un procedimiento previamente existente, puesto que el derecho positivo tiene un fundamento o una validez directamente implicados con el habla humana como libertades subjetivas y comunicativas de acción. Todo acto de habla o todo desacuerdo político, a juicio de Habermas, deberá entonces canalizarse en los espacios de la deliberación pública para gozar de una capacidad vinculante para toda una sociedad. Sin embargo, desde la perspectiva de Benjamin, esta comprensión positivista del derecho, que busca direccionar el habla humana a través de aparatos jurídicos, pone en evidencia tipos de violencia. Estas diversas tipologías de las violencias, que el derecho positivo crea, es aquello que interesa a la crítica de Benjamin; de ahí que descarte una crítica al derecho natural, puesto que en él no hay distingos entre violencias, debido a que es natural. Según Benjamin, el derecho positivo parte, en primer lugar, del supuesto de que la violencia es un producto histórico, por eso todo acto que demuestre una legitimidad específica debe testificar “su origen histórico y enseñar su legitimidad, su sanción en ciertas circunstancias” (2009a, 37). Como ya lo ponía de manifiesto el mismo Habermas, el derecho instituye un conjunto de interpretaciones de la realidad que hace que unos actos sean concebidos como jurídicos y, por lo tanto, legítimos, y otros como violencias remanentes que no tienen poder integrador alguno. O, dicho de otra manera, el enfoque positivista del derecho adquiere eficacia cuando se logra pensar que la violencia legítima es una violencia que tuvo una génesis histórica. Y si nos centramos en el caso ejemplar de la política deliberativa habermasiana podemos decir que la génesis histórica del derecho está amparada por la fuerza normativa y de integración social del principio de discurso12, de modo que todo otro acto que escape de esta génesis histórica y no pueda dar cuenta, en su origen, de cierta legitimidad caerá en lo que Benjamin llama actos con fines naturales (Naturzwecke). Si un acto puede demostrar su razonabilidad o que persigue fines sustentables históricamente, se dirá que dicho acto persigue fines de derecho (Rechtswecke). Con la distinción entre fines de derecho y fines naturales, Benjamin llega al núcleo positivista del derecho que pretende criticar. Aquello “sofisticado” en la perspectiva del derecho positivo consiste en que no asume que haya una violencia, sino múltiples actos que pueden ser considerados como legales e ilegales. Esta distinción en la esfera de los medios —que no tenía espacio en el derecho natural— es el punto de mira de la crítica a la violencia que pretende hacer el pensador alemán. No obstante, ¿cómo llevar a cabo una crítica a una concepción que parte del supuesto de que, a grandes rasgos, la violencia puede ser clasificada y tipificada según los fines que persigue?, ¿qué de problemático podemos encontrar en la aproximación positivista del derecho que parece gobernar nuestra concepción liberal de las instituciones jurídicas?, ¿cómo pensar un acto emancipatorio si se parte del supuesto de que la aproximación positiva al derecho parece dejar a un lado una verdadera crítica a la violencia?


El nacimiento del Estado moderno, y de sus organismos jurídicos, se da cuando se establece la frontera que permite distinguir actos con fines naturales en los que se desenvuelve una vida ajurídica y actos con fines de derecho en los que sus actores circunscriben sus acciones en los canales de la ley. Esta frontera se debe conservar, si se quiere mantener la imparcialidad de unas instituciones que sean vinculantes para todos los individuos y, asimismo, para que se dé un ejercicio legítimo de la violencia por parte de las autoridades estatales. Precisamente en esta legitimidad de la violencia radica la singularidad o la especificidad de la comprensión positivista: desde la esfera legal se juzga no tanto la violencia en sí misma como aquellas violencias utilizadas con fines ilegítimos que pueden llegar a poner en cuestión la frontera trazada entre actos legales y actos ilegales (Esposito 2005, 45-55). Por eso, en palabras de Benjamin, “al no estar en manos de aquel derecho [actos con fines de derecho], la violencia pone en peligro a este no por los fines que ella pueda lograr, sino por su mera existencia fuera del derecho” (2009a, 38). Las violencias no vinculantes son entonces aquellas que, a juicio del derecho positivo, no pueden dar cuenta de su origen histórico. En esa medida, estas violencias adquieren un papel relevante en la comprensión positivista, puesto que deben ser excluidas de los horizontes de la vida pública, si se quiere garantizar un desenvolvimiento consensual de la vida humana, al demostrar una “razonabilidad” jurídica. No obstante, a juicio de Benjamin parece haber algo incongruente en el temor del derecho positivo a las violencias con fines naturales. Estas violencias, que asume como ahistóricas, parecen poner en peligro la legalidad y la legitimidad de un orden instituido, al mostrarse como capaces de instituir derecho o incluso instituir sentidos diversos. Tenemos así que “el Estado —escribe Benjamin— le teme más que a cualquier cosa, a que esta violencia [la violencia con fines naturales] funde derecho en el mismo grado en que él debe fundarlo, como cuando las fuerzas externas lo obligan a conceder el derecho a llevar adelante una guerra o cuando las clases sociales le imponen el derecho a huelga” (2009a, 42).


Lo anterior nos lleva a que, en un primer registro de su crítica, Benjamin asegura que la frontera entre actos con fines naturales y actos con fines de derecho se difumina en ciertos momentos. Al parecer, el derecho a la huelga, como ejercicio legal de la violencia por parte de la clase obrera, pone en evidencia que las relaciones que presuntamente no pueden dar una razón histórica de su existencia tienen la capacidad de instituir y fundar relaciones, así como el derecho positivo lo hace. Tenemos entonces que, según el filósofo alemán, la oposición entre naturaleza e historia se pone en entredicho, porque ciertos actos le hacen recordar al derecho su propio pasado. Según esto, en el pasado del derecho no se encuentran seres humanos que se ponen de acuerdo sobre un rumbo común, sino una voz autoritaria que carece de fundamento y que, a su vez, dicta qué es lo justo y lo injusto. En esa medida, el Estado le teme a la huelga no porque use medios violentos, sino porque su violencia, presuntamente ahistórica, puede producir sentidos y relaciones sin acogerse a un orden jurídico dado. Podría decirse entonces que lo que oculta el derecho no es un “origen oscuro de la Ley, sino el hecho mismo de que no hay que aceptar la Ley como verdad, sino únicamente como necesaria, el hecho de que su autoridad carece de verdad” (Žižek 2018, 67). Esa dimensión arbitraria de la ley es puesta en evidencia cuando un movimiento obrero ejerce una violencia “legítima” sin acudir a la autorización del derecho.


Para comprender esta paradoja del derecho y desocultar el origen arbitrario del derecho positivo, Benjamin se sirve de una segunda distinción en dos formas de comprender la violencia que ejerce el derecho positivo: la violencia fundadora de derecho (rechtsetzend) y la violencia que lo pretende conservar (rechtserhaltend) (2009a, 42; 1991, 186-187). Todo parece indicar que las instituciones jurídicas existen siempre en función de una paradoja que deja abierto el derecho a su crítica. Esta paradoja consiste en que el derecho, para gozar de su universalidad y de su neutralidad, debe abandonar y ocultar las violencias arbitrarias y sin fundamento normativo que hacen posible toda visión normativa del derecho. Este olvido (abandono) le permite al derecho aducir que su fundamento no es la autoridad sino la verdad, que, para Habermas, es la capacidad normativa ligada al entendimiento intersubjetivo. Sin embargo, y en esto radica la paradoja, para que el derecho lleve a cabo esta operación debe recurrir a una violencia arbitraria para asegurarse y conservarse a sí mismo13. Esto nos invita a decir que, si bien el derecho positivo ejerce legítimamente la violencia a través de la legalidad de los medios jurídicos, dicho ejercicio parece manifestar una suerte de violencia que escapa de la legalidad que él mismo busca preservar. En esa medida, las instituciones jurídicas al aplicar una norma dejan a un lado la legalidad de los medios, que ellas defienden, para adecuar la norma a la realidad y la realidad a la norma, o, en otros términos, la norma se aplica desaplicándose14 para luchar contra las condiciones que hacen que la norma no sea aplicable a determinado medio.


En este punto, la crítica benjaminiana coincide con la perspectiva de Schmitt según la cual la ley necesita de un medio homogéneo para poder aplicarse, ya que la norma por sí misma carecería de aplicabilidad en un contexto histórico determinado. Desde esa perspectiva, el mismo Schmitt diría que “no existe una norma que pueda aplicarse al caos. Debe establecerse el orden para que el orden jurídico tenga sentido” (2004, 28). Tenemos así que, en resumidas cuentas, el derecho se ve en una encrucijada por un doble umbral crítico: en primer lugar, su origen exhibe una violencia fundadora que el derecho mismo pretende negar para adquirir existencia como aparato jurídico. En segunda instancia, dicho origen fundador, con respecto al cual el derecho se pretende distanciar, se pone de manifiesto cuando las instituciones, en nombre de la norma, desaplican la ley para hacer posible que se dé una adecuación entre norma y mundo. El derecho positivo, como construcción humana, ejerce una violencia fundamental que pretende inscribir una distinción entre medios legales de la violencia y manifestaciones erráticas de violencia sin pretensión jurídica alguna. Dicha violencia se pone de manifiesto cuando el derecho, en nombre de la legalidad de sus medios, suspende la vigencia de un ordenamiento jurídico para hacer aplicable una norma. Todo esto nos arroja a que la violencia que pretende criticar Benjamin no es aquella que está dentro ni fuera del orden jurídico, sino la que instituye la distinción entre afuera y adentro, entre lo legal y lo ilegal o, incluso, entre lo legítimo y lo no legítimo. En este punto encontramos un asunto fundamental en la crítica de Benjamin a la violencia, de especial interés para esta investigación. Se trata de que, para Benjamin, la violencia del derecho positivo tiene la misma lógica con la que se produce sentido en nuestro mundo común. Por eso, resulta significativa la analogía que hace Giorgio Agamben en Estado de excepción entre derecho y lenguaje. La eficacia o la aplicación de una norma no está contenida en ella misma, “ni puede deducirse de ella, y de no ser así no habría sido necesario crear el impotente edificio del derecho procesal. Como entre lenguaje y mundo, entre la norma y su aplicación tampoco hay ningún nexo interno que permita derivar inmediatamente una de otra” (2004, 61). El lenguaje y el derecho llegan entonces a denotar una realidad o un referente solo en el momento en el que se ejerce una violencia que hace adecuar palabra y cosa, norma y realidad o significado y significante. Así, desde la aproximación benjaminiana, toda producción de sentido, o toda institución de una realidad común que busque hacer coincidir unas normas con una realidad presuntamente dada, está involucrada con una violencia que tiene en su interior una lógica de fines y medios15. El lugar de esta violencia, como ya lo decíamos unas líneas arriba, se encuentra en una decisión o en una voz soberana que no está ni afuera ni adentro del sentido, sino más bien en una zona gris que busca instituir la distinción misma entre lo razonable y lo no razonable o entre los actos con fines naturales y los actos con fines de derecho. De modo que la paradoja de esta violencia radica en que hace uso de los medios de los que ella busca justamente distanciarse, para crear la frontera entre ley y realidad o entre naturaleza e historia.


Ahora bien, para comprender esta violencia que no está adentro ni afuera del derecho Benjamin toma el órgano policial represivo como caso ejemplar, que igualmente lo podemos equiparar a la lógica funcionalista del lenguaje. La policía es una clara muestra de cómo, en la estructura del Estado, se concibe una autoridad pública que difumina la frontera entre violencia fundadora y la que conserva, pues es la policía la que “ejerce —escribe Benjamin— una violencia para cumplir fines de derecho (del que puede disponer cuando sea), [y] también está autorizada por él para establecer derecho de forma ilimitada (con edictos)” (2009a, 45). La policía, así como ciertos organismos estatales —en el plano ejecutivo—, es fundadora de derecho puesto que promulga edictos con pretensión de ley. Y es conservadora de derecho en la medida en que sus fines últimos están asegurados por la ley misma o por la pretensión de instituir relaciones jurídicas en una comunidad determinada. Cuando un Estado interviene en su comunidad “por razones de seguridad” o cuando se disuelve una huelga que se ha “radicalizado”, se ejerce una violencia que es a la vez fundadora y conservadora, pues, a pesar de que se fundan relaciones, sus fines están amparados por una pretensión jurídica que tiene que ver con que una norma sea vigente para un orden determinado. El derecho positivo establece, en el plano de los medios, tipos de acciones sujetas a fines de derecho o a fines naturales, pero para establecer dicha distinción se sirve de una violencia fundamental que, al mismo tiempo que funda relaciones, asegura que las instituciones jurídicas garanticen la conservación del orden. Esta dialéctica entre violencia que funda y violencia que conserva es para Benjamin la violencia mítica, una violencia que, para asegurar que un orden se mantenga, tendrá que hacer uso de las violencias que el mismo orden se pretendió distanciar. En esa medida, toda disposición ejecutiva, que hace cumplir el derecho positivo, ejerce una violencia fundamental que, al conservar un orden, muestra un poder con fines naturales que el mismo orden denuncia, es decir, un poder fundador.


De acuerdo con esto, y al retomar la perspectiva habermasiana, el poder administrativo, que se nutre de la legitimidad del poder comunicativo y de la legalidad del principio democrático, busca preservar un estado de cosas a través de un intento por hacer coincidir ley y mundo o norma y forma de vida. Podríamos incluso decir que, desde el punto de vista de Benjamin, la transformación habermasiana del poder comunicativo en poder administrativo está atravesada por dicha lógica mítica de la violencia cuando un poder comunicativo que es horizontal se convierte en una fuerza fáctica que condiciona la práctica democrática misma. En otras palabras, la comprensión positivista de la democracia de Habermas presupone una dialéctica entre conservación y fundación cuando asegura que a través del derecho un acto de habla se convierte en “racional” y, por lo tanto, en palabra vinculante para una comunidad jurídica. La razonabilidad del habla humana emerge en una zona gris. Allí la voz soberana del procedimiento democrático brinda los canales adecuados para decidir si un conjunto de palabras puede escapar de su lugar de emergencia para formalizarse como poder administrativo. En el momento de la decisión, que transforma una “opinión” en un “argumento”, la lógica de la fundación de un orden y aquella que busca conservarlo coinciden de tal manera que la distinción entre “opinión” y “argumento” también se vuelve indiscernible. Tenemos así que, contrario a Habermas, Benjamin concibe que una verdadera emancipación es la que escapa de esta lógica mítica. Como lo veremos, la emancipación no consiste en producir una realidad consensual al seguir la ayuda del derecho positivo, sino la interrupción misma de dicha producción de sentido. Benjamin no niega que el derecho tenga una eficacia específica. Más bien, busca encontrar los elementos críticos para denunciar una violencia de orden estructural que, más allá de producir sujetos emancipados y racionales, instituye fronteras de sentido que hacen posible la dominación. La pregunta del pensador berlinés consiste en concebir una especie de resistencia que logre interrumpir la dialéctica de la Gewalt.


Los medios puros contra el derecho positivo


Un medio violento es, desde siempre, un medio sujeto a un fin, ya sea para hacer aplicable una norma en un contexto determinado o para introducir el habla informal del mundo de la vida en la esfera fáctica y vertical del poder administrativo del Estado. La violencia, en este caso, busca mostrar que las instituciones jurídicas producen un mundo común de acuerdo con una dialéctica entre fundación y conservación de un orden. Incluso, en las relaciones de diálogo consensual —que no están atravesadas por la figura ejecutiva de los organismos policiales— se puede notar que aún pervive la violencia jurídica, puesto que todo acuerdo “concede a las partes el derecho a utilizar la violencia contra la otra parte, en caso de que se rompa el acuerdo. Es más, no solo el resultado del acuerdo, sino también su origen, remiten a la violencia” (Benjamin 2009a, 46)16. La violencia jurídica impregna entonces no solo los organismos policiales, sino también las instituciones que, en apariencia, son más pacíficas17, pues, en palabras de Benjamin, “si disminuye la conciencia de que la violencia está latente en la institución del derecho, entonces este último se derrumba” (2009a, 47). La dialéctica de la violencia mítica, que asegura el papel latente del poder del Estado, es entonces lo que se reproduce en las relaciones jurídicas, incluso en las instituciones más pacíficas como el parlamento.
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